
I N S T I T U T O  D E  E S T U D I O S  D E L  M I N I S T E R I O  P Ú B L I C O 

  40    : A Ñ O  1 /  N O .  2 /  J U N I O - D I C I E M B R E  D E  2 0 1 8 I N T E G R I T A S :  R E V I S T A  D E  É T I C A

Ética y 
transparencia en 
la Administración 
Pública58

Omar Huertas Díaz59 
Mireya Arteaga Dirzo60

Recibido: 21/11/2018 Aceptado: 3/12/2018

I. Introducción

Existen elementos en toda administración pública que no 
deben ser independientes, sino integrales, es decir, que se entrelazan 
de tal manera que en su conjunto producen mejores resultados y hacen 
posible que el engranaje funcione mejor. Los elementos a considerar 
en este caso son la transparencia y la ética, pero ésta no entendida 
sólo obligación del servidor público, sino como parte integrante de 
la administración pública que conforma el Estado democrático. La 
ética y la transparencia deben ser una prioridad para el Estado, con 
el fin de mejorar su funcionamiento al interior de la administración 
pública, para lo cual se requiere que los procesos sean claros y 
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Resumen

La importancia de fomentar una 
política pública en principios y valores 
orientados a la ética, no sólo de los 
servidores, sino en la administración 
pública en la cual la transparencia 
sea el medio de comunicación entre 
la sociedad y el Estado, que permita  
la vigilancia y control entre ambos, 
orientada a detectar irregularidades 
administrativas o actos de corrupción 
en los que se ponga en evidencia y 
ubicación a los servidores públicos 
para que sean sancionados, o en su caso, 
privados de libertad, a fin de erradicar 
la corrupción en los entes públicos 
como en la misma sociedad.
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Abstract

The importance of promoting a public 
policy on ethics-oriented principles 
and values ​​not only of public servants 
but also of the public ethics of public 
administration where transparency is 
the means of communication between 
society and the State that allows for 
surveillance and control between both, 
aimed at detecting administrative 
irregularities or acts of corruption 
where public servants are exposed and 
placed in order to be sanctioned or 
lose their liberty, in order to eradicate 
corruption in public entities as in the 
same society.
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concretos, es decir, que la nueva 
gerencia pública requiere que 
fluya la información y que no 
sea desviada u obstaculizada por 
ningún medio.

El Estado tiene la obli-
gación de no sólo exigir a los 
servidores públicos la ética 
profesional que se requiere, sino 
que también, la gerencia pública 
debe expresar una ética coherente 
y cercana a la de los servidores 
públicos. Al ser la ética un ele-
mento principal en el desarrollo 
de las funciones y atribuciones 
de la administración pública, es 
importante la transparencia con 
la que se trasmite información de 
manera interna y externa, lo que 
se ve reflejado en los resultados 
que, para tal efecto, el Estado 
democrático debe de cumplir en 
beneficio de su sociedad.

En México se ha convo-
cado a la transparencia con el 
fin de hacer conciencia en los 
servidores públicos, para que no 
cometan irregularidades adminis-
trativas, así como para contrar-
restar la corrupción. Sin embargo, 
no ha sido suficiente para que 
esto suceda, a pesar de que en el 
sexenio del expresidente Miguel 
de la Madrid pretendió renovar la 
ética de los servidores públicos 
con el concepto de renovación 
moral, y se pretendía que fuera 
parte integral del ejercicio diario 
de los servidores públicos. La 
ética y la transparencia son ele-
mentos que combinados, pueden 
llevar a la disminución de actos 
de corrupción.

El análisis de estos 
conceptos llevará a comprender 
la importancia de la implemen-

tación de políticas públicas 
en las que se fomente la ética 
profesional de los servidores 
públicos, así como la ética de la 
administración pública y el reco-
nocimiento de la transparencia 
como elemento esencial para la 
a erradicación de la corrupción.

II. Renovación moral

México es uno de los 
países en los que la corrupción se 
ha vuelto parte de su día a día, y 
con el reconocimiento de que es 
un concepto cultural por consi-
derar que, desde la conquista 
de los españoles, se integró a la 
cultura propia del mexicano y 
ha permanecido desde entonces. 
Aun cuando los nativos contaran 
con otros principios, aprendieron 
muy rápido esta forma de actuar 
para sobrevivir a los efectos de 
la conquista.

La estructura adminis-
trativa de México, a partir de 
la conquista española, se vio 
inmersa en un mundo descono-
cido para los nativos de la época, 
ya que se encontraba llena de 
vicios, entre ellos, la corrupción, 
que también la corona española 
pretendió, en muchas ocasiones, 
desterrarla de su propio sistema61.

61	  “El juicio de residencia fue un procedi-
miento judicial del derecho indiano, que 
consistía en que al término del desempe-
ño del funcionario público se sometían a 
revisión sus actuaciones y se escuchaban 
todos los cargos que hubiese en su contra, 
el funcionario no podía abandonar el lugar 
donde había ejercido el cargo, ni asumir 
otro hasta que concluyese este procedi-
miento. El encargado de dirigir el proceso, 
llamado juez de residencia, era la persona 
nombrada para sucederle en el cargo. Las 
sanciones eran variables, aunque frecuen-
temente consistían en multas. El juicio 
de residencia tuvo en la administración 
indiana  importancia y comprendía a toda 

México, en el avance de 
sus sistemas gubernamentales, 
ha pretendido desterrar a la cor-
rupción, aunque sin éxito, pero sí 
la ha utilizado como estandarte 
para que muchos políticos de 
elección popular lleguen a ocu-
par cargos públicos sin cumplir 
con lo prometido o, peor aún, 
han sido parte de la misma cor-
rupción.

Al término del sexenio del 
expresidente José López portillo, 
se dieron a conocer dos casos de 
corrupción: el de Arturo Durazo 
Moreno (“El Negro” Durazo), jefe 
de la policía capitalina, conside-
rado uno de los funcionarios más 
corruptos, y con un sin número de 
abusos a los derechos humanos, y 
sus relaciones delincuenciales, lo 
que lo convirtió en una pesadilla 
de la Ciudad de México; y el de 
Jorge Díaz Serrano, exdirector de 
Petróleos Mexicanos (Pemex) al 
que se acusó de fraude por aproxi-
madamente unos 229 millones de 
pesos62. Estos dos escándalos de 
corrupción sirvieron para enar-
bolar nuevamente el combate a 
la corrupción que el expresidente 
Miguel de la Madrid conceptua-
lizó como la renovación moral, en 
respuesta a la incesante demanda 
por parte de la sociedad de casti-
gar a los políticos de la época por 
sus actos y acciones corruptas, a 
las que en ese momento no se les 
veía ningún fin, y mucho menos, 
que las autoridades hicieran algo 
respecto.

clase de funcionarios, desde virreyes y 
presidentes de Audiencia, gobernadores, 
hasta alcaldes y alguaciles”. (Wikipedia)

62	  Se le acusó por el fraude de la compra de 
dos buques para transporte de gas ello en 
una simulación de compra venta.
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La renovación moral 
se plasmó en la Constitución 
mexicana de 1983, en el periodo 
presidencial de 1982 a 1988, 
del expresidente Miguel de la 
Madrid Hurtado, mediante de-
creto de fecha 28 de diciembre 
de 1983, en el que se reforma y 
adiciona el título IV, que com-
prende los artículos del 108 al 
114 constitucionales, mediante 
los cuales se pretende concien-
tizar a los servidores público de 
la importancia de la ética pública 
y poner en antecedentes los pro-
cesos para sancionar a los servi-
dores públicos que cometieran 
irregularidades en el desempeño 
de su empleo, cargo o comisión 
(Diputados, Cámara de diputa-
dos, 1983).

En esencia, los artículos 
citados pretendían la aplicación 
de la reforma moral, establecían, 
no sólo qué servidores públicos 
son sujetos a determinados 
procedimientos administrativos 
o de denuncia por la comisión 
de un delito, sino que también 
señalaban las posibles sanciones 
y procesos en casos específicos, 
como el juicio político. 

Las normas que regularon 
los procedimientos administrati-
vos se encuentran en el título IV 
de las Responsabilidades de los 
Servidores Públicos (artículos 
108 al 114 de la Constitución de 
1982), de los cuales nace la Ley 
Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos y se 
crea la Secretaria de la Contra-
loría General de la Federación.63 
Con el paso de los años, tanto 
los artículos constitucionales, la 

63	  Idem.

Ley Federal, los procedimientos, 
como las instituciones creadas 
para ese efecto, han pasado por 
reformas y transformaciones que 
permitan detectar, procesar y 
sancionar a los servidores públi-
cos que hayan incurrido en faltas 
administrativas, y denunciar 
aquellos otros que de su proceso 
administrativo derive en un deli-
to, todo ello, en afán de terminar 
con la corrupción.

Establecer un título de 
responsabilidad de servidores 
públicos en la Constitución 
mexicana, fue del interés del 
expresidente de México, Miguel 
de la Madrid Hurtado64, que 
propuso y prometió en su 
momento la renovación moral, 
y que la misma influyera en los 
servidores públicos para la eli-
minación de la corrupción; así 
como una renovación moral en 
la sociedad mexicana que debía 
de participar en dicho cambio.

El expresidente Miguel 
de la Madrid manifestaba en 
campaña, con un discurso casi 
convincente, que en su adminis-
tración realizaría acciones para 
el combate a la corrupción:

Creo, desde luego, que 
debemos exigir una conducta 
intachable en los altos funcio-
narios de gobierno con el ejem-
plo, y si bien muchas veces los 
fenómenos de corrupción se 
producen a escalones interme-
dios o inferiores, no cabe duda 
que muchas veces es producto 
del mal ejemplo que se da en 

64	  Miguel de la Madrid Hurtado, Presidente 
la República Mexicana en el sexenio de 
1982-1988.

los escalones superiores de 
la administración pública, ya 
sea federal, local o municipal” 
(sic) (Revista Proceso, 1982).

La renovación moral de 
los servidores públicos se dirigía 
a eliminar o reducir en lo míni-
mo los actos de corrupción, que 
él consideraba que se presen-
taba en los niveles intermedios 
e inferiores dentro de la admi-
nistración pública, por el mal 
ejemplo de los funcionarios de 
alto nivel.65 La renovación moral 
no sólo fue enfocada a los ser-
vidores públicos, sino también 
a la sociedad, en donde se abre 
su participación en acciones del 
gobierno, sobre todo en lo que 
corresponde a obra pública y la 
observación de otros programas 
sectoriales; ello en el control 
y vigilancia de los servidores 
públicos que por medio de sus 
funciones y atribuciones debían 
realizar en el manejo, uso y des-
tino de los recursos.

Antes de la renovación 
moral social propuesta por Mi-
guel de la Madrid, la participa-
ción de la ciudadanía siempre se 
encontró limitada sin que pudie-
ran participar en las actividades 
y acciones que realizaba el 
gobierno en la aplicación de los 
recursos, sobre todo en lo que 
correspondía a la obra pública. Al 

65	  El sexenio de Miguel de la Madrid Hur-
tado ofreció una “renovación moral” en 
contra de la corrupción y con ello una 
apertura a la democracia que nunca llegó, 
en justificación por los acontecimientos 
naturales del terremoto de 1985. Este fue 
un sexenio marcado al final por el fraude 
realizado en las elecciones de 1988, lle-
gando a la presidencia Carlos Salinas de 
Gortari, recibiendo un México empobre-
cido en su población general, pero sin que 
afectara a la clase de elite.
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no estar en la conciencia de la 
sociedad mexicana, al inicio sólo 
se tuvo la participación en estas 
acciones de un grupo pequeño 
y determinado de ciudadanos, y 
aun con todas las facilidades, el 
control y vigilancia de los proce-
sos, del manejo, uso y destino de 
los servidores públicos, no hubo 
mucho que expresar porque se 
seguían protegiendo los intere-
ses del Estado y de los propios 
servidores públicos.

La corrupción en los al-
tos niveles se minimiza al consi-
derar que se la debe combatir en 
los niveles medios e inferiores, 
situación que dista mucho de la 
actual.

Es de llamar la atención 
que precisamente estos dos 
servidores públicos, “El Negro” 
Durazo Moreno y Jorge Díaz Ser-
rano, fueron en su momento pro-
tegidos y allegados del entonces 
expresidente José López Portillo, 
y pese a que fueron procesados, 
y se hizo todo un montaje para 
alardear sobre el combate a la 
corrupción, en prisión, contaban 
con privilegios que salieron a la 
luz pública, siendo nuevamente 
motivo de escándalo, e indi-
cando que la corrupción seguía 
presente, que no había tal erradi-
cación, ni mucho menos justicia 
al respecto.

Como se ha mencionado, 
una línea de la renovación moral 
de Miguel de la Madrid abarcó 
la renovación moral social. Para 
ello se reformaron los artículos 
25 y 26 de la Constitución mexi-
cana, en los cuales se establecía 
el fomento económico, el 
empleo y una más justa distribu-

ción del ingreso y riqueza en el 
pleno ejercicio de la libertad de 
los individuos, grupos y clases 
sociales; por ello el Estado pla-
neará, conducirá, coordinará y 
orientará la actividad económica 
nacional, y llevará acabo la regu-
lación y fenómenos de las acti-
vidades que demande el interés 
general en el marco de las liber-
tades que otorga la Constitución. 
(Diputados, Cámara de, 2018).

Así mismo, el Estado 
organizará un sistema de planea-
ción democrática del desarrollo 
nacional que permita la solidez, 
dinamismo, permanencia y 
equidad al crecimiento de la eco-
nomía para la independencia y la 
democratización política, social 
y cultural de la Nación.

Las reformas realizadas 
dieron origen al Sistema Nacio-
nal de Planeación Democrática, 
que es responsabilidad del Ejecu-
tivo, con el objeto de conducir la 
planeación nacional, de acuerdo 
al plan de gobierno propuesto y 
enmarcado en la Ley de Planea-
ción (Federación D. O., 1983). 
El sistema era un mecanismo de 
consulta popular para proteger la 
participación social en las etapas 
de la formulación, evaluación y 
planeación del ámbito político 
y de los programas sectoriales, 
en su momento, de la adminis-
tración pública de Miguel de la 
Madrid.

Para el mejor funciona-
miento de la Ley de Planeación, 
y de acuerdo a lo establecido en 
el capítulo V, denominado Coor-
dinación, en los artículos 33 al 
36, se estableció que el Ejecu-
tivo federal podrá convenir con 

los gobiernos de las entidades 
federativas, con el objetivo de 
que participen en el desarrollo 
nacional y establecer acciones 
de manera conjunta con los 
municipios. Derivado de estas 
reformas, se creó el Convenio 
Unido de Desarrollo, y se ori-
ginó la reforma del artículo 115 
constitucional, con el fin de 
establecer nuevas condiciones 
para los municipios, que debían 
tener su propia personalidad jurí-
dica y la libertad en el manejo 
de su patrimonio, derivando a 
la elaboración del Plan Urbano 
Municipal.

La renovación moral 
de los servidores públicos y la 
renovación moral social die-
ron origen a la Secretaría de la 
Contraloría General de la Fede-
ración (SCGF), con el fin de 
controlar y evaluar la gestión pú-
blica federal y la de las entidades 
federativas; desafortunadamente, 
no hubo mucho avance en la 
erradicación de la corrupción, 
pero se dio un paso al crear una 
norma jurídica enfocada a ese fin 
y la institución gubernamental a 
efecto de poder aplicar la misma. 

No se puede decir lo 
mismo de la renovación moral 
que pretendía concientizar a 
los servidores públicos, pero lo 
correspondiente a la renovación 
moral social se considera un paso 
importante por parte del Estado 
mexicano, al permitir por pri-
mera vez que la ciudadanía parti-
cipara en la evaluación y control 
de las acciones de los programas 
sectoriales, específicamente, de 
obra pública; para ello fueron 
creados instituciones guberna-
mentales como los Comités de 
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Planeación para el Desarrollo 
(Coplade) (UNAM, Blioteca 
Jurídico Virtual, s.f.); para 
finales de la administración de 
Miguel de la Madrid existían 26 
estados con unidades de control 
en los Comités de Planeación 
para el Desarrollo Municipal 
(Copladem) (Federación S. d., 
1988), esto es, lo que en la actua-
lidad se les denomina contraloría 
social y Comité de Planeación 
para el Desarrollo Municipal 
(COMPLADEMUN)66.

Los Comités de Planea-
ción de Desarrollo Municipal 
fueron originalmente creados 
para la evaluación, control y 
estructura del manejo, uso y 
destino de los recursos para obra 
pública en los municipios, lo que 
permite considerar que es una 
acción para transparentar la acti-
vidad de los municipios, pero, 
sobre todo, la participación ciu-
dadana, que fuera la que siguiera 
y constatara los procesos que se 
realizaban en estos comités.

Miguel de la Madrid, 
con la propuesta de renovación 
moral, pretendió dar un giro 
a la corrupción, pero sólo se 
quedó en el intento, aun con el 
Sistema Nacional de Planeación 
Democrática. No pudo satisfacer 
y transparentar las exigencias 

66	  Los Comités de Planeación para el De-
sarrollo Municipal (COPLADEMUN) 
son órganos de concertación y delibera-
ción en materia de planeación estratégi-
ca, su función se orienta a promover la 
participación de los distintos sectores de 
la sociedad en la formulación, ejecución, 
seguimiento, evaluación y control de los 
planes de desarrollo municipal, aseguran-
do la congruencia de éstos con los planes 
nacional y estatal de desarrollo, fortale-
ciendo los vínculos entre los gobiernos 
federal, estatal y municipales.

de la sociedad, y mucho menos, 
lidiar con la corrupción polí-
tica. Sin embargo, permitió a los 
municipios la participación en 
acciones de estructura y planea-
ción a cubrir en los municipios.

La autonomía a los 
municipios ha sido una parte 
importante para el desarrollo del 
país. Pese a los resultados, sentó 
las bases para la participación 
ciudadana en la evaluación, es-
tructura y control de los Comités 
de Planeación para el Desarrollo 
Municipal. Se podría considerar 
que éstos han sido de algún modo 
un antecedente de que el Estado, 
por medio de sus instituciones, 
transparente y rinda cuentas de 
las actividades que desarrolla, es 
decir, que permita a la sociedad 
que formulen cuestionamientos 
del ¿cómo?, ¿por qué?, ¿para 
qué?, ¿a dónde? de la actividad 
del Estado; y verifique la ejecu-
ción, seguimiento, evaluación y 
control de los planes de desarrollo 
municipal de los programas sec-
toriales, asegurando la congruen-
cia de éstos con el plan nacional, 
plan estatal y plan municipal 
de desarrollo, fortaleciendo los 
vínculos entre los tres niveles de 
gobierno.

Luis Aguilar realiza una 
apreciación de lo que resultó la 
renovación moral social al señalar: 

su inoperancia en muchas áreas de 
asuntos económicos y sociales,… 
su improductividad social, (y) el 
abandono del cumplimiento de 
las funciones básicas del Estado, 
evidenciaron la clara venta de las 
empresas paraestatales, así como 
la concentración de las riquezas 
y el aumento de la pobreza en 

las zonas rurales (Aguilar Villa-
nueva, 1992).

Desafortunadamente, la 
renovación moral de los servi-
dores públicos y la renovación 
moral social, no tuvieron el 
efecto deseado y no cumplió 
con sus objetivos, pero el haber 
asentado: 1. La autonomía de los 
municipios para la realización de 
los programas sectoriales fue un 
paso importante en el desarrollo 
de los mismos; 2. Sentó las bases 
de la norma jurídica a controlar, 
supervisar, procesar y sancionar 
a los servidores públicos que 
incurrieran en faltas administra-
tivas; 3. Creó una institución gu-
bernamental para que se llevarán 
a cabo los debidos procesos 
administrativos, y 4. Permitió 
la participación ciudadana para 
transparentar el proceso de obra 
pública que fuera realizada en 
los municipios por medio de sus 
comités de planeación.

Aun cuando en ese mo-
mento no se habla de la transpa-
rencia y de la rendición de cuen-
tas, estos conceptos ya flotaban 
en el aíre de la sociedad, pero no 
de la política, y muchos menos 
que pueda ser considerada para 
integrarla a la actividad del Esta-
do. La exigencia de la sociedad 
en cuanto a la transparencia y la 
rendición de cuentas no es una 
cuestión de moda. Poco a poco, 
la sociedad ha tomado concien-
cia de la importancia y necesidad 
de que el gobierno dé a conocer 
el desarrollo de sus actividades.

En el mismo sentido, la 
sociedad ha exigido que los 
servidores públicos cumplan en 
la realización de su trabajo, con 
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la ética que corresponde, y sin 
que hagan uso u obtengan bene-
ficio del mismo, para ellos o para 
un tercero, lo que ha llevado a 
exigir que los servidores públi-
cos cumplan con los perfiles que 
requiere el cargo a desempeñar, 
así como la creación de códi-
gos de ética en cada institución 
gubernamental, y su aplicación e 
implementación.

 Los códigos de ética son 
una realidad de hecho, pero no 
aplicada, mucho menos cum-
plida, por lo que, algunas insti-
tuciones de gobierno carecen de 
los mismos, y las que cuentan 
con ellos, lo desconocen.

El fenómeno de la cor-
rupción en México ha tomado 
dimensiones incontroladas y 
el daño causado es muy grave, 
siendo verdaderamente una 
odisea poder exterminarlo en 
la administración pública; pero 
ello, no sólo se ubica en el Esta-
do, sino que este fenómeno se ha 
traspaleado al sector privado. En 
la actualidad, no sólo se consi-
dera a servidores públicos como 
corruptos, sino también la ini-
ciativa privada ha formado parte 
de la corrupción, al negociar 
contratos de compra-venta de 
bienes o servicios por cantidades 
inimaginables, pero ello no que-
da entre el Estado y la iniciativa 
privada, sino que poco a poco, y 
a causa de la inseguridad, se ha 
agregado como un elemento más 
de la corrupción,  la delincuen-
cia organizada, que se ha filtrado 
en los tres niveles de gobierno 
en diferentes áreas, así como en 
la iniciativa privada, por lo que 
el fenómeno de corrupción se ha 
vuelto más complejo.

Pensar en la corrupción 
no es sólo enfocarlo en la admi-
nistración pública, sino también 
vincularlo con la iniciativa 
privada y con la delincuencia 
organizada; la complejidad se 
presenta en una intervención 
mayor por parte del Estado. El 
reto es mayor, pero no imposible. 
Cada uno tiene sus debilidades 
que deberán de ser ubicadas con 
un diagnóstico lo más cercano 
posible a la realidad y de ahí 
ubicar un punto de partida que 
permita erradicar poco a poco 
a la corrupción. Sería imposible 
pensar que pudiera ser de tajo.

La renovación moral que 
pretendía en su momento Miguel 
de la Madrid, tal vez no fue debi-
damente implementada o carecía 
de elementos, pero la propuesta 
no fue del todo fallida; todavía 
prevalece la instancia para pro-
cesar y sancionar a los servidores 
públicos y siguen en función los 
comités de planeación de desar-
rollo, ya con algunas otras deno-
minaciones, pero la esencia es la 
misma; también se han realizado 
reformas, adiciones y deroga-
ciones. En la norma jurídica se 
ha hecho lo propio en su estruc-
tura sancionatoria con el fin de 
erradicar la corrupción, teniendo 
como elementos auxiliares la 
transparencia y la rendición de 
cuentas.

La renovación moral po-
dría traducirse en una conciencia 
social en la que converge al 
Estado y a la sociedad, y per-
mite al ciudadano no olvidarse 
de su dignidad como persona y 
respetar el derecho de sus pares 
a buscar el bienestar social. La 
participación ciudadana es un 

elemento no sólo importante, 
sino indispensable para renovar 
principios éticos en el desarrollo 
interno de la familia y en la labor 
profesional, porque se predica 
con el ejemplo; aun cuando pu-
diera parecer que el concepto de 
renovación ya es parte del pasa-
do, no lo es por mucho, porque 
es importante la educación de 
la ética, no sólo en la sociedad, 
sino también en la administra-
ción pública. Es decir, existe 
un fenómeno social en que los 
ciudadanos están pugnando por 
una consciencia de respeto a sus 
derechos humanos, de valores 
y principios que permitan una 
convivencia equilibrada entre la 
sociedad y el Estado.

No hay que olvidar que 
los servidores públicos son parte 
de la sociedad y que son personas 
que también toman decisiones, 
que no deben violentar la digni-
dad de las personas perjudicado 
los intereses de la sociedad y del 
Estado en busca de un beneficio 
personal o para un tercero.

Es necesario hablar sí, de 
una renovación moral, pero no es 
la misma que pretendió el expre-
sidente Miguel de la Madrid, sino 
de una renovación moral con una 
estructura diferente que concen-
tra valores y principios del ser 
humano y que están íntegros en 
los derechos humanos, es decir, 
que la sociedad tiene derecho de 
exigir al servidor público que 
cumpla con su cargo, empleo o 
comisión con base en un código 
de ética, pero también la ética de 
la participación ciudadana será 
un elemento importante para 
exigir que se cumpla la ética en 
la administración pública y del 
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servidor público, para que con 
ello se acerque lo mayor posible 
al mínimo indispensable de un 
Estado y sociedad en comunión 
de bienestar. Es necesario invitar 
a la iniciativa privada a una inter-
vención responsable y ética en el 
desarrollo de sus actividades con 
los particulares y con el Estado, 
sin que para ello abusen o afec-
ten a terceros.

Desafortunadamente, la 
sociedad, en su evolución, ha 
propiciado que los ciudadanos 
creen y provoquen situaciones 
problemáticas y conflictivas por 
el hartazgo ante el Estado, sus 
instituciones y la pobreza social 
existente, lo que lleva a que en 
su desmoralización, frustración, 
enojo, desmotivación, etcétera, 
sea incapaz de reflexionar los 
motivos de su actuar (razonar), 
tomando posiciones ante 
situaciones concretas hasta llegar 
a la desobediencia civil y a la 
protesta ciudadana (Guillermo, 
s.f.), y en su caso exija que 
se haga justicia en contra de 
servidores públicos, empresas o 
particulares por el perjuicio que 
causan a la sociedad y al Estado. 
Sin dejar de lado un fenómeno 
con carencia de ética que ha 
dañado a la sociedad como es la 
delincuencia organizada y para 
sancionarla y erradicarla si esto 
fuera posible.

Con la participación 
ciudadana es posible, y está 
en su derecho, que el Estado 
permita a la ciudadanía participar 
en la gobernanza, y en su caso, 
en la toma de decisiones, así 
como controlar y vigilar la 
actividad y acciones del Estado, 
particularmente en el manejo, 

uso y destino de los recursos que 
le son asignados para desarrollar 
sus funciones y atribuciones en 
la administración pública.

La ética social es necesa-
ria para respetar los derechos de 
los demás y para que los propios 
sean respetados. Para ello se pre-
tende de manera conjunta con 
las instituciones que integran 
a la administración pública, la 
gobernabilidad y la iniciativa 
privada que sus acciones se sus-
tenten en la honestidad y ambas 
no den paso a las irregularidades 
administrativas, corrupción y a 
la delincuencia organizada de 
cualquier orden.

La ética social se integra, 
según Hegel (Catherine, s.f.), 
por tres elementos que se han 
desarrollado en este apartado: 
familia, sociedad y el Estado; 
en el sentido que la familia es el 
primer contacto que tiene el ser 
humano con la sociedad y se en-
carga de inculcar los principios 
y los valores que permiten su 
desenvolvimiento en la sociedad. 
Ésta se encarga de enseñar al ser 
humano la existencia de normas 
y leyes que la rigen, y de lo que 
es o no aceptado; por lo que el 
estado, se encarga de aplicar y 
hacer cumplir las normas y del 
comportamiento en la sociedad.

La ética del individuo 
forma parte de una ética social 
que busca un equilibrio entre sus 
pares y que espera que cada uno 
de ellos realice su debido tra-
bajo. Debe entenderse que el ser 
humano, al contar con moral y 
ética, difícilmente podrá realizar 
actos de corrupción. Sin embar-
go, por circunstancias en las que 

se encuentre puede realizarlas, 
sea por presión, convicción o, 
simplemente, por violentar sus 
principios y valores con el fin 
de obtener un beneficio directo o 
indirecto, y siempre en perjuicio 
de terceros.

La renovación moral 
recobra un sentido en la ética y 
aún más en el servidor público, 
con lo que beneficia al desarrollo 
de su labor en la administración 
pública; si los servidores públi-
cos son éticos tendremos una 
administración pública sana, o al 
menos, con menos corrupción, y 
con ello el Estado cumple con las 
exigencias de la población. En el 
caso de la iniciativa privada, si la 
persona es ética, con principios 
y valores, encontraremos a per-
sonas físicas o morales que no 
permitirán actos de corrupción 
en el desarrollo de su empresa 
y apostarían a la honestidad del 
trabajo que realizan.

Encontramos que la 
corrupción se presenta en la 
administración pública, la ini-
ciativa privada y, sobre todo, 
en la sociedad, con una doble o 
triple moral, e que desde dife-
rentes niveles, comete actos de 
corrupción (que pueden denomi-
narse pequeños, en comparación 
con los que se realizan a otros 
niveles), justificación que es por 
demás inaceptable, pero que se 
encuentra presente.

En este punto se consi-
dera que la erradicación de la 
corrupción deberá presentarse en 
cuatro niveles: a. Administración 
pública; b. Iniciativa privada; 
c. Delincuencia organizada y d. 
Sociedad, que también participa 
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de manera cotidiana en actos y 
acciones de corrupción que no 
siempre son sancionados. A la 
corrupción se le puede encontrar 
en el día a día y la puede realizar 
cualquier persona, pero depende 
mucho de quién lo permita o la 
realice. Es una decisión de ética, 
principios y valores de cada ser 
humano.

III. La ética de los servidores 
públicos

La administración pú-
blica de mediados del siglo XX 
e inicios del XXI, ha requerido 
de cambios que van desde un 
nuevo sistema de administra-
ción67 hasta la preparación de 
los servidores públicos. Éstos 
se han visto en la necesidad de 
prepararse y calificarse no sólo 
en conocimientos, sino también 
en rendimiento para mantenerse 
tanto en el área laboral como en 
retos personales y sociales.

La demanda social que 
reclama mejores servidores 
públicos implica: 1. Ética; 
2. Responsabilidad; y 3. Conoci-
mientos para desarrollar el cargo, 
empleo o comisión dentro de la 
administración pública.

La sociedad ha ido evo-
lucionando, tal vez no a la par 
del Estado, pero sí se encuentra 
más receptiva a los cambios 
nacionales e internacionales que 
se relacionan con el cuidado 
y protección de sus derechos 
humanos; por lo que, ahora 
exige más al Estado que cumpla 

67	  Un cambio como la implementación de 
facto y no teórica de la nueva gerencia pú-
blica y lo que de ello implica.

con sus necesidades, así como 
que sus actos y acciones sean 
transparentes para una efectiva 
rendición de cuentas.

Una de las demandas 
sociales constante es que los 
servidores públicos en su perfil 
profesional cuenten con conoci-
mientos necesarios68 para ocupar 
los empleos, cargos o comisiones, 
y que como personas, sean 
conocidas por tener principios y 
valores, sobre todo éticos, que se 
vean reflejados en su vida diaria y 
su labor profesional.

Un servidor público 
con ética siempre buscará ser 
una persona preparada, eficaz y 
eficiente, apegada al código de 
ética, pero también es necesario 
que la misma administración 
pública sea empática con el 
servidor público, estableciendo 
políticas internas en las que los 
valores y principios sean parte 
de la labor diaria y fomentada 
constantemente en la misma.

Una persona que en su in-
dividualidad considera a la ética 
como parte de sí, es un individuo 
con valores y principios, aunque 
ello no es garantía al cien por 
ciento de su comportamiento; 
sin embargo, ello permite tener 
perspectiva de confianza. 

La ética en un servidor 
público tiene la posibilidad de 
dar cumplimiento de las nuevas 
estrategias en políticas en la 
administración pública, enca-
minadas a realizar sus tareas sin 

68	  En la actualidad elementos importantes son: 
Competencia, habilidades, destreza y empa-
tía con una combinación de valores y princi-
pios que lleven a ser una mejor persona.

caer en la tentación de realizar 
actos u omisiones que incurran 
en irregulares administrativas o 
en actos de corrupción.

La exigencia de la socie-
dad al servidor público no es 
demasiada, ya que sólo para 
empezar, se solicita lo mínimo 
indispensable para la realización 
de sus funciones, cuando lo ex-
celente sería cubrirlas al cien por 
ciento. Es necesario reconocer 
que no todo depende del servi-
dor público. También las insti-
tuciones de gobierno deberán de 
considerar, no sólo la creación 
de un código de ética, sino que 
la misma administración pública 
debería fomentarla y aplicarla.

El Estado, por su parte, 
debe considerar los estándares 
de calidad, ética, principios 
y valores que pueda aplicar a 
efecto de cubrir los elementos 
mínimos necesarios regionales, 
nacionales e internacionales para 
continuar en la integración de la 
globalización (Roland, 2003).

La ética del servidor 
público proviene de su condi-
ción de ser humano, que le per-
mite tener un discernimiento de 
principios y valores, de lo que es 
justo e injusto, del bien o del mal, 
pero esta se completa en su acti-
vidad diaria y profesional con 
los valores, principios y ética de 
la sociedad a la cual pertenece, 
y a la administración pública 
en la cual labora; por lo que se 
convierte en un todo integral en 
el que convergen los elementos 
para el engranaje idóneo de una 
máquina denominada Estado.

La falta de ética del ser-
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vidor público en sus acciones u 
omisiones, conscientes o incons-
cientes, vulnera sus propios prin-
cipios y valores, si considera que 
cuenta con ellos, por la obten-
ción de un beneficio inmediato 
directo e indirecto y que afecta 
a terceros.

La necesidad de consi-
derar que los actos del ser 
humano pueden determinarse en 
correctos e incorrectos, justos 
e injustos, buenos y malos, con 
o sin valores y principios que 
integran al ser humano y que lo 
caracteriza en su individualidad, 
y en la colectividad, llevan a lo 
que para tal efecto señala Mario 
Alberto Osorio, que manifiesta: 

los valores éticos deben fundarse 
en conocimientos y normas racio-
nales que permiten que la ética 
se convierta en una ciencia nor-
mativa por su importancia en el 
actuar de las personas servidoras 
públicas (Alberto, 2008).69

La ética no puede ser 
concebida como exclusiva de de-
terminada clase de personas. La 
ética es una formación de vida y, 
por ello, la visión debe ser global 
en lo que respecta a un servidor 
público. No existe una justifica-
ción para considerar que la ética 
no hace parte del ser humano, 
porque conlleva elementos esen-
ciales de principios creadores de 
los derechos humanos.

El ser humano cuenta con 
valores y principios que llevan 
a una ética, y esto permite a la 
persona que tenga opciones de 
los actos u omisiones que realiza 

69	  Idem.

y que van orientados a acciones 
incorrectas, injustas o malas, que 
en algunos casos derivan en irre-
gularidades administrativas y que 
conducen a actos de corrupción.

El artículo 5 de la 
Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre y del 
Ciudadano establece: La ley sólo 
puede prohibir las acciones que 
son perjudiciales a la sociedad. 
Lo que no está prohibido por la 
ley no puede ser impedido. Nadie 
puede verse obligado a aquello 
que la ley no ordena.

El servidor público en 
ningún momento puede consi-
derar que debe o tiene la obli-
gación de acatar las órdenes o 
instrucciones ciegamente de sus 
superiores, jerárquicamente ha-
blando, porque su razón lo lleva 
a distinguir lo bueno y lo malo. 
La ética es un elemento que debe 
ser integrado al perfil que debe 
cumplir un servidor público, aun 
cuando ello no es garantía que 
sea así, pero se puede tener una 
perspectiva y la posibilidad de 
no realizar actos de corrupción.

Eber Betanzos refiere 
que: 

toda institución gubernamental 
desarrolla planes que se apoyan 
en doce principios: Cambio, 
humanismo, equidad, desarrollo, 
sustentabilidad, inclusión, apego 
a la legalidad, competitividad, 
federalismo, transparencia, gober-
nabilidad democrática y rendición 
de cuentas (Eber B. T., 2017) .

La referencia de Betan-
zos permite apreciar que los 
elementos que cita son acordes 

a la función de la administración 
pública dirigida a una debida 
integración de un nuevo sistema 
de administración como es la 
nueva gerencia pública, que per-
mite que los principios aludidos 
se dirijan al cumplimiento de 
los estándares internacionales, 
establecidos por organismos 
internacionales como la Organi-
zación de la Naciones Unidas. 

Al considerar los prin-
cipios de Betanzos es necesario 
que estos se conjuguen con el 
objeto de proteger los derechos 
humanos y propiciar un equi-
librio y la búsqueda del bien 
común.

Betanzos70 considera que 
en la administración pública el 
servidor público evoluciona con 
la edad, es decir, que la visión y 
vivencias de un servidor público 
de los años 90 no tiene la misma 
visión de un servidor público 
en pleno siglo XXI; así como 
la madurez, no sólo física, sino 
laboral en la cual se requiere una 
consciente toma de decisiones; el 
servidor público en la actualidad 
debe relacionarse con el medio 
ambiente de manera consciente 
y en el cuidado del mismo y con 
una actitud participativa con la 
protección de la naturaleza; el 
servidor público en la política 
tiene un valor importante con 
su participación y toma de 
decisiones y ello se concatena 
con su entorno sociocultural, un 
factor importante de la ética del 
servidor público, porque de ella 
devienen principios y valores 
aprendidos en la sociedad que 
integra, así como los valores son 

70	  Ídem.
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los que recibe en el desarrollo 
individual como ser humano y 
que se ven reflejados en su actuar.

También es de considerar 
que los puestos laborales marcan 
el ejercicio del servicio público, 
porque traen consigo un apren-
dizaje de cultura de la responsa-
bilidad o irresponsabilidad en su 
actividad laboral, es decir, que 
el servidor público puede contar 
con la ética laboral o profesio-
nal para desarrollar su empleo, 
cargo o comisión. Otro elemento 
es la preparación profesional 
que le permite considerar sus 
capacidades y habilidades que 
requiere su trabajo. Así mismo, 
la convivencia familiar, tal vez 
se pueda considerar innecesa-
ria, pero no es así, porque los 
principios y valores se inician 
en la familia, independiente de 
cómo sea ésta, pero al final se 
convierte en un reflejo de su 
condición humana.

Las necesidades sociales 
a fínales del siglo XX no son por 
mucho las necesidades actuales, 
ni las estructuras de gobierno y 
entorno político son los mismos. 
Su evolución corresponde a la 
necesidad del conocimiento y 
el desarrollo de las tecnologías 
que han abierto la posibilidad 
de este conocimiento y de la 
transparencia de los actos y 
acciones de los Estados.

Considerando que el 
Estado tiene como obligación 
garantizar el bienestar social, 
cuenta con una estructura en la 
administración pública con el 
fin de garantizar que por medio 
de sus instituciones de gobierno 
se den respuestas y soluciones 

a la ciudadanía, en un trabajo 
conjunto entre servidores públi-
cos y ciudadanía, pero en muchas 
ocasiones esto no ha sido posible 
porque tanto servidores públicos 
como ciudadanía convergen en 
actos de corrupción. Por ello, la 
ética debe fomentarse en ambas 
partes.

Los servidores públicos 
de niveles medios e inferiores 
argumentan varias justifica-
ciones sobre sus actos de cor-
rupción. Sin embargo, no existe 
justificación que sustente actos 
de corrupción.

En el siglo XX se consi-
deró como un problema grave el 
fenómeno de la corrupción, por 
lo que se presentaron los prime-
ros proyectos para la profesio-
nalización de los funcionarios 
públicos, con el objetivo de un 
compromiso real del personal en 
instituciones gubernamentales. 
Ejemplo de ello lo encontramos 
en 1911, con Justo Sierra y 
Tomás Berlanga, con un proyecto 
de Ley de Servicio Civil como 
antecedente del artículo 123 
Constitucional; en 1931, con 
la Ley Federal del Trabajo que 
estatuyó que las relaciones entre 
el Estado y sus trabajadores se 
regirán por las Leyes del Servi-
cio Civil.

El 12 de abril de 1934, el 
expresidente Abelardo Rodríguez 
expidió el acuerdo sobre 
Organización y Funcionamiento 
del Servicio Civil y, en 1938, el 
expresidente Lázaro Cárdenas 
expidió el Estatuto Jurídico de 
los Trabajadores al Servicio de 
los Poderes de la Unión, que 
prevé el derecho y la obligación 

a la capacitación, a los ascensos 
y promociones (Antonio, 
Secretaría de la Función Pública, 
s.f.).

Desde 1911, el interés del 
gobierno mexicano por erradicar 
la corrupción lo ha llevado a re-
gular mediante la norma jurídica 
la actividad del servidor público 
y evitar que el abuso del poder 
perjudique no sólo al Estado, 
sino a la misma ciudadanía.

Los Estatutos de los 
Trabajadores al Servicio de los 
Poderes de la Unión establecían 
la capacitación, ascensos y 
promociones de los servidores 
públicos; lo que en su momento 
permitió a los trabajadores que 
pudieran seguir preparándose y 
mejorar su nivel en la adminis-
tración pública y su económica. 
Tal vez en ese momento se consi-
deró que si había una mejora 
económica se disminuirían los 
actos de corrupción, pero no 
causó tal efecto.

Con todos estos antece-
dentes y con una constante pres-
ión por parte de los trabajadores 
y de la sociedad civil, en abril 
de 2003 se promulgó la Ley de 
Servicio Profesional de Carrera 
de la Administración Pública 
Federal (Diputados, Cámara de 
Diputados), y como acertada-
mente lo señala Betanzos, esta 
ley tiene como objetivos (Eber B. 
T., 2017): a) Elevar los niveles 
de eficiencia y eficacia del Go-
bierno Federal; b) Asegurar la 
profesionalización y desarrollo 
de los servidores públicos para 
darle continuidad a los progra-
mas, planes y metas, en beneficio 
de la ciudadanía; c) Igualar las 
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oportunidades de las personas, a 
partir de su mérito, para ingresar, 
desarrollarse y permanecer en la 
Administración Pública Federal; 
d) Mejorar la prestación de los 
servicios públicos, y e) Trans-
parentar el proceso de selección 
e ingreso a la Administración 
Pública Federal.71

Los objetivos se pueden 
integrar en: a. Capacitación; b. 
Equidad entre los servidores 
públicos y c. Calidad laboral en 
la administración pública. Todos 
los objetivos se dirigen a un bie-
nestar común dentro de la admi-
nistración pública y al respeto 
del derecho humano laboral que 
permite mejores condiciones y 
oportunidades de desarrollo.

El cumplimiento de 
la Ley no es lo que se espera, 
porque no se aplica de manera 
equitativa a los servidores públi-
co, ya que en la administración 
pública pareciera que hay una 
clasificación de trabajadores de 
primera y de segunda, o hasta 
de tercera; lo que trae inconfor-
midades por los favoritismos, 
inequidad y la violación de los 
derechos humanos.

La sociedad ha exigido 
de manera recurrente que los 
candidatos cumplan con el mí-
nimo indispensable para ocupar 
los cargos a los que aspiran, ya 

71	  En este contexto, es de mencionar que en la 
actualidad el servicio civil de carrera puede 
ser aplicado sólo a determinadas institucio-
nes gubernamentales, ello porque el mismo 
Estado no pueda cumplir con la seguridad 
social a la que está obligado y prefiere la 
entrada, salida y rotación de trabajadores; 
y que decir de la capacitación, es un tema 
que aún no ha sido del todo cumplido, ello 
dependiendo de la administración.

que, en la mayoría de las oca-
siones, o en todas, desconocen 
las funciones y atribuciones 
del cargo o la comisión, y, por 
consiguiente, son los primeros 
que cometen escandalosos actos 
de corrupción que derivan en 
perjuicio, no sólo para el Estado, 
sino también, para la ciudadanía.

En realidad, los actos de 
corrupción no tienen ninguna 
justificación, ni mucho menos 
sustento, ni por servidores 
públicos de niveles inferiores, 
intermedios o altos; la falta de 
principios, valores y ética per-
miten que el ser humano llegue 
a esos puntos de desvalorización.

Mucho se ha hablado 
sobre que la corrupción en los 
niveles inferiores e intermedios 
se realiza porque no cuentan 
con un salario digno, situación 
que pone en duda la capacidad 
del Estado para cumplir con 
las necesidades básicas de sus 
trabajadores, pero: ¿cómo justi-
ficar a los servidores públicos de 
niveles altos?, ¿tampoco cuen-
tan con un salario digno?, ¿qué 
motiva a los servidores públicos 
a cometer actos de corrupción? 
Una respuesta común consiste 
en que la corrupción es parte de 
la cultura; lo que está muy lejos 
de ser un acto cultural; porque 
al considerarlo de esa manera 
se está aceptando que se forma 
desde temprana edad al indi-
viduo para ser corrupto, sin ser 
verdad; hasta el momento no hay 
una asignatura, en ninguna es-
cuela o facultad, que diga cómo 
ser corrupto.

La corrupción es uno 
de los conceptos contrarios a la 

ética, pero no es cultural; el cor-
rupto es la persona que violenta 
sus propios principios, valores 
y ética, denigra su dignidad, y 
tiende a perjudicar a terceros 
violentando sus derechos huma-
nos. La corrupción no es justifi-
cable por ningún motivo. Mucho 
menos cubre la necesidad de 
nada.

La ética en la adminis-
tración pública se establece en 
el código de ética, pero también 
en el desarrollo de sus acciones y 
actividades, y para ello establece 
procesos internos con sus res-
pectivos candados para evitar 
que se realicen actos de corrup-
ción por parte de los servidores 
públicos; pese a ello, el flujo 
de información se ve obstruido 
o desviado a los intereses sólo 
de algunos cuantos en busca de 
un beneficio propio o para un 
tercero; al interior de la admi-
nistración pública también hay 
coaliciones u organizaciones en 
los diferentes niveles jerárquicos 
que pueden violentar los “canda-
dos” o “vulnerar los obstáculos” 
para llevar a cabo los actos de 
corrupción, pero entonces no 
estamos al frente de actos que 
puedan ser sancionados por una 
Ley administrativa, sino que de 
los actos de corrupción derivan 
ilícitos que deben ser sanciona-
dos por la norma penal, que en 
la actualidad, como se ha visto, 
difícilmente se ha aplicado a 
servidores públicos de alto nivel.

Aparentemente, en la 
administración pública, por 
medio de sus instituciones 
gubernamentales, se han creado 
y establecido códigos de ética. 
Si hacemos una consulta segura-
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mente encontraremos sorpresas, 
como la inexistencia del código, 
y, en algunos casos no son cono-
cidos, mucho menos aplicados, 
por lo que algunos servidores 
públicos siguen realizando actos 
de corrupción sin temer en lo 
más mínimo a las sanciones de 
que pudieran ser objeto.

En este punto podemos 
considerar que, ni la Ley que 
regula al servidor público, ni un 
código de ética han sido sufi-
cientes para evitar que se sigan 
realizando actos de corrupción. 
Mientras no se aplique la justicia 
por igual, la corrupción seguirá 
creciendo y aumentará aún más 
de lo que hemos visto hasta este 
momento.

La ética es una combina-
ción compleja entre el servidor 
público (persona) y la adminis-
tración pública (institución), que 
al momento en que se conjuntan 
pretende el bienestar de la socie-
dad, que es parte del objetivo del 
Estado, aun cuando este objetivo 
no se cumpla del todo.

El servidor público debe 
considerar que sus actos deben 
sustentarse en los principios y 
valores que lo integran como 
persona y que deben verse refle-
jados en el trabajo que realiza, 
sin importar el nivel en que se 
encuentre, y la administración 
pública debe de exigir que el 
servidor público sea ético en la 
realización de su trabajo, porque 
también comparte principios y 
valores éticos para que el servi-
dor público realice su labor.

La ética en la administra-
ción pública es una combinación 

de actos u omisiones no sólo 
del servidor público, sino de la 
misma administración pública, 
que mediante sus propios meca-
nismos burocráticos permite 
y oculta procesos en los que la 
información es desviada u obsta-
culizada y no hay posibilidades 
de fluidez. Consecuencia de ello 
son los actos de corrupción que 
se hacen presentes a gran escala, 
por ejemplo, la “Estafa Maestra”; 
es necesario la transparencia y la 
rendición de cuentas de quienes 
están al frente de la instituciones 
gubernamentales para detectar 
en dónde o en qué punto se están 
cometiendo actos de corrupción 
y aplicar la norma jurídica. 

Los actos de corrupción 
no pueden ser pugnados con 
una ley o con una institución de 
gobierno exprofeso, porque la 
entidad jamás contará con auto-
nomía; la corrupción debe ser 
lidiada por acciones y hechos en 
los que se castigue a los respon-
sables de los actos y omisiones 
que deriven en corrupción y no 
como se ha venido realizando.

La ética es y debe ser no 
sólo un concepto de moda, sino 
que se debe integrar en la admi-
nistración pública, es decir, que 
si la norma jurídica establece 
sanciones para quienes realicen 
actos de corrupción, su aplica-
ción debe ser por igual a todos 
los servidores públicos, pero 
no es posible que esto no sea 
equitativo, es decir, que se san-
cionan sólo a algunos servidores 
públicos, y no a todos, por lo que 
volvemos a la existencia y dife-
rencias de clases de servidores 
públicos de primera, de segunda 
o hasta de tercera. 

Las instituciones creadas 
para detectar, investigar, proce-
sar y sancionar los actos de cor-
rupción deben de ser autónomas 
para poder realizar libremente su 
trabajo, y no como en la actuali-
dad, que de manera discrecional, 
se determina quién es procesado 
o quién no. Como ejemplo de 
ello, se pueden simular proce-
sos por ilícitos de corrupción, y 
posteriormente, dejarlos libres 
porque fue mal integrada la car-
peta de investigación, pero hasta 
ahora no se ha emitido una sola 
sentencia condenatoria.

IV. La función de la 
transparencia en la 
administración pública

La transparencia es una 
herramienta de la sociedad que 
se ha tomado en cuenta de unos 
años para acá, que le permite 
su participación en asuntos del 
Estado, en la toma de decisiones, 
control y vigilancia de actos y 
acciones que éste realice, pero 
se ha convertido en una piedra 
en el zapato para algunas insti-
tuciones, y, en particular, para 
servidores públicos señalados 
como corruptos.

La transparencia puede 
considerarse como un pilar de 
la democracia abierta que puede 
equilibrar la relación Estado-
sociedad en beneficio de ambos, 
es decir, la función de la trans-
parencia permite que los actos 
del Estado puedan ser criticados, 
consensados, evaluados, vigi-
lados y controlados, a efecto de 
que se pueda erradicar la corrup-
ción y sancionar a los servidores 
públicos que la realicen.
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La transparencia en su 
función permite que el proceso 
del flujo de información interna 
en la administración pública 
pueda ser clara y, detectar en 
qué punto exacto fue desviada u 
obstaculizada, y quiénes son los 
servidores públicos causantes de 
ello y si recibieron algún benefi-
cio. La administración pública en 
sus procesos internos debe per-
mitir que la información pueda 
ser accesible, pública y abierta 
para todas aquellas personas 
e instituciones que la soliciten, 
pero por ninguna razón debe ser 
simulada, porque demerita el 
respeto y la credibilidad de las 
instituciones del Estado, ya muy 
desgastadas.

La administración se ha 
venido transformando a partir de 
los ochentas y noventas, cuando 
se cuestionaron los aparatos 
administrativos en su modelo 
burocrático, toda vez que este 
se considera ineficiente, lento 
en su capacidad de respuesta y 
solución de problemas, cuestio-
namiento que dio origen a una 
doctrina administrativa que se 
conoce como Nueva Gerencia 
Pública (Hood, 1995).

La administración públi-
ca necesita un cambio de facto, 
es decir, es necesario hacer váli-
da la Nueva Gerencia Pública, y 
con ella, la agilidad de sus pro-
cesos, y no como actualmente se 
encuentra en “nombre”, pero no 
en acciones; La Nueva Gerencia 
Pública permitirá impulsar la 
cultura de gasto a la conciencia 
del coste, de la competencia, la 
adaptabilidad y la productivi-
dad, elementos de una cultura 
que mejora a la administración 

pública, y ésta, al realizar un 
cambio, permitirá una interac-
ción propositiva con la sociedad, 
que no será una limitante para 
cumplir las metas que establezca 
el Estado en beneficio de la 
sociedad.

Por ello Cunill, señala 
la transformación de la gestión 
pública en el reemplazo de:

Los métodos burocráticos por 
métodos manejados por el mer-
cado para la provisión de bienes 
y servicios producidos por el 
gobierno. A tal efecto, se trata 
de constituir mercados para la 
mayoría de los servicios públi-
cos, separando la elaboración de 
políticas de la provisión de ser-
vicios (o ejecución de políticas). 
Ello se realiza abriendo éstos a 
la competencia y desarrollando 
vínculos contractuales entre los 
proveedores de los servicios, los 
consumidores y los financiadores, 
de manera que las agencias pue-
dan responder a las personas del 
mercado  (Cunill, 1997). 

La administración 
pública, al establecer un nuevo 
sistema y aplicarlo, podrá pro-
porcionar un mejor servicio a 
la ciudadanía, y la función de 
la transparencia será una herra-
mienta no sólo para la sociedad, 
sino también, para el Estado, con 
el fin de recuperar la confianza y 
credibilidad en sus instituciones.

El sistema burocrático 
ha sido rebasado por mucho en 
la evolución de los gobiernos y 
de la humanidad, por lo que se 
requiere un nuevo sistema que 
facilite la interacción del Estado 
con la sociedad, y que ésta se 

sienta atendida y satisfecha con 
sus necesidades. La idea de que 
la burocracia sea transformada 
en un sistema gerencial permite 
que el servidor público pueda 
aplicar y desarrollar competen-
cias, habilidades, destrezas y 
empatía con la sociedad y con 
la misma administración pública, 
mejorando su trabajo, porque 
tendrá la oportunidad de demos-
trar sus capacidades.

En los denominados 
países de primer mundo, se ha 
considerado que las administra-
ciones públicas son un ejemplo 
a seguir para otros países, pero 
esa mejora ha devenido a través 
de los organismos internacio-
nales y éstos se han propuesto 
que los países puedan integrar 
este sistema para buscar un bie-
nestar común.

La Nueva Gerencia 
Pública contiene ideas básicas 
que comparte con los países 
que la aplican como (UNAM, 
Bliojurídicas): 1. Sustituir el 
manejo burocrático tradicional 
de los asuntos públicos por 
una administración de corte 
gerencial que tome en cuenta y 
utilice las técnicas y estrategias 
administrativas desarrolladas 
en el sector privado; 2. Utilizar, 
en medida de lo posible, los 
mecanismos de mercado para la 
solución de asuntos públicos y 
3. Incluir una visión de calidad 
en los servicios públicos, lo que 
implica entender al ciudadano 
como un usuario o cliente al que 
se debe dejar satisfecho.

La administración públi-
ca en México carece de algunos 
de estos puntos. Sin embargo, 



P R O C U R A D U R Í A  G E N E R A L  D E  L A  N A C I Ó N

  53    :A Ñ O  1 /  N O .  2 /  J U N I O - D I C I E M B R E  D E  2 0 1 8 I N T E G R I T A S :  R E V I S T A  D E  É T I C A

esto ha ido cambiando aun cuan-
do no sea visible todavía. El sis-
tema gerencial público pretende 
que la administración pública 
atienda, responda y solucione 
con velocidad y eficiencia los 
asuntos de la sociedad, mejoran-
do en demasía lo que pudo haber 
hecho la burocracia tradicional, 
pero esto será posible en cuanto 
se considere a la transparencia 
como un instrumento de equili-
brio entre el Estado y la sociedad.

La burocracia tradicio-
nal cuenta con mecanismos de 
control previamente estableci-
dos por reglas y procedimientos, 
en una estructura jerárquica y 
con responsabilidad claramente 
delimitadas, que al mismo 
tiempo permite la inexistencia 
de controles en puntos clave de 
la administración pública, que 
no pueden ser detectados con 
facilidad para llevar un control y 
vigilancia de los mismos, siendo 
estos claroscuros elementos para 
el actuar de los servidores públi-
cos en la comisión de actos ilíci-
tos que derivan en la corrupción.

La gerencia pública 
cuenta con elementos aliados 
para su mejor funcionamiento en 
la transparencia y la rendición 
de cuentas; estos dos conceptos 
permiten la posibilidad de detec-
tar, controlar y vigilar los proce-
sos internos de la administración 
pública y considerar los puntos 
claves en los que el flujo de la 
información puede ser desviada 
u obstaculizada, así como la ubi-
cación del servidor público que 
actuó de manera irregular, ya sea 
en los procesos administrativos 
o bien si de los mismos derivan 
actos de corrupción.

La transparencia es un 
antídoto que no sólo combate la 
discrecionalidad de la autoridad, 
sino que proporciona la crí-
tica, aumenta el número de ojos 
vigilantes y las posibilidades 
de opinar y quejarse sobre la 
toma de decisiones de quienes 
detentan el poder. Es en este 
punto en el que la transparencia 
se convierte en un instrumento 
y herramienta interna de las 
instituciones de gobierno para 
mantener un equilibrio entre 
ellas y lo servidores públicos, 
y de su vinculación al exterior 
de la ciudadanía, equilibrio que 
resultará en una interacción 
sana entre el Estado y su pobla-
ción, en el cumplimiento de su 
obligación y en la satisfacción 
de los intereses de sus ciuda-
danos. Esto no sería posible si 
al interior de las instituciones 
gubernamentales no existieran 
servidores públicos con ética y 
responsabilidad de principios y 
valores que sean compatibles 
con la administración pública.

La transparencia y la ren-
dición de cuentas son respuestas 
a las demandas de la sociedad 
que busca respuestas y solu-
ciones a sus problemáticas indi-
viduales y colectivas. La trans-
parencia no puede ser efectiva si 
no existe una coordinación entre 
instituciones gubernamentales, 
que por razón de sus funciones 
y atribuciones, deban y puedan 
compartir información, y es 
en estos procesos internos en 
los que la transparencia juega 
un papel importante, porque 
el intercambio de datos puede 
presentarse en momentos claves 
para el desvió y ocultamiento de 
la información.

Los servidores públicos 
desean obtener información de 
otras instituciones con las cuales 
deben de compartir información, 
pero por los mecanismos inter-
nos se les dificulta  en muchas 
ocasiones utilizar medios infor-
males como amigos, conocidos, 
familiares, etcétera. Este tipo de 
situaciones suceden entre pares 
de instituciones gubernamen-
tales en las que deben de trabajar 
de una manera coordinada, pero 
esto no sucedería si las mismas 
instituciones transparentaran su 
información y el acceso a ella 
fuera más eficiente, tanto para 
las instituciones como para la 
sociedad.

La transparencia es un 
punto de encuentro entre el 
Estado y la sociedad en su actual 
interacción, porque el Estado ad-
ministra los recursos públicos y, 
mediante sus políticas públicas, 
pretende cubrir las necesidades 
de la sociedad. Esta interacción 
obliga al Estado a crear instan-
cias que vigilen la actividad y 
desempeño del gobierno, pero, 
desafortunadamente, los orga-
nismos creados con ese fin no 
cumplen con sus funciones, 
por no ser autónomas y estar 
subordinadas de manera directa 
al Ejecutivo, lo que complica 
la función de la transparencia y 
posibilita la corrupción (UNAM, 
Biblioteca Jurídica, s.f.).

Con la transparencia todo 
servidor público podrá consi-
derar que sus actos pueden ser 
vigilados y controlados. Por ello 
es importante que la ética del 
servidor público y de la adminis-
tración pública sean compatibles 
para que se detecte a aquellos 
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que realicen actos irregulares 
que ameriten sanciones admi-
nistrativas, o en su caso, penas 
privativas de la libertad por la 
comisión de actos de corrupción.

La administración públi-
ca tiene la obligación de imple-
mentar una ética pública en el 
interior de sus instituciones, y de 
transparentar los procesos en los 
que se manejen y administren 
recursos públicos, estableciendo 
candados en los procedimientos 
internos para detectar el desvío 
u obstaculización de la afluencia 
de la información y el flujo de 
los recursos. 

La transparencia es pro-
pia de las sociedades abiertas 
(Popper R., 1991) en las que 
el poder no se ha entendido de 
manera unilateral, sino que debe 
considerarse de manera trans-
versal, de modo que den cuenta 
de relaciones intensas y diferen-
ciadas con los actores políticos 
interesados en la construcción 
y el desenvolvimiento de las 
instituciones gubernamentales, 
así como en la interacción con la 
participación de la ciudadanía.

La transparencia es la 
respuesta a las exigencias de la so-
ciedad, lo que implica que se rige 
por los principios de lo común, lo 
accesible, lo visible y lo mani-
fiesto (Uvalle Berrones, 2007). La 
transparencia es correlativa a los 
espacios de la democracia, porque 
la necesita para su legitimidad y 
para que los ciudadanos tengan 
acceso a la información de la acti-
vidad del Estado.

La transparencia es un 
elemento necesario para evitar la 

opacidad, propia de sociedades 
cerradas en las que se niega la 
información pública a los ciuda-
danos y para proteger a las ins-
tituciones de gobierno de conti-
nuar con ventajas y privilegios 
que sustentan el poder autorita-
rio y controlador del Estado, por 
lo que, la transparencia es una 
herramienta e instrumento de 
los ciudadanos para fortalecer la 
publicidad de los asuntos a cargo 
del gobierno y evitar que el ejer-
cicio del poder se efectúe en los 
espacios claroscuros en los que, 
en muchas ocasiones, se maneja 
la administración pública.

La transparencia es una 
política pública que da respuesta 
a la exigencia de la sociedad en 
la cual los ciudadanos tienen el 
derecho a participar y ser corres-
ponsables en el quehacer de los 
asuntos públicos. La visibilidad y 
la legalidad son elementos del po-
der democrático, e indican que la 
actividad del gobierno no es unila-
teral, porque se encuentra sujeta a 
normas, facultades y restricciones, 
en correspondencia con la Consti-
tución que obliga al Estado a cum-
plir y hacer cumplir las normas de 
acuerdo con la norma máxima del 
Estado de Derecho.

La transparencia es la 
conjugación de la ética del servi-
dor público y de las instituciones 
de gobierno, de la administra-
ción pública, que se conjunta 
para dar respuestas y soluciones 
a la sociedad mediante informa-
ción que deben de presentar ante 
los ciudadanos cuando éstos lo 
requieran; así mismo, la transpa-
rencia es un elemento de control 
y vigilancia de la ciudadanía a la 
actividad del Estado.

V. Conclusiones

La renovación moral 
puede ser traducida en una polí-
tica pública con un nuevo sentido, 
que puede permitir, que tanto el 
servidor público como la ciuda-
danía retomen los principios y 
valores de la ética, a efecto de 
que no sea un concepto aislado 
en las instituciones de gobierno 
y la sociedad. En un nuevo sen-
tido, la renovación moral puede 
ser considerada como una nueva 
herramienta que sería útil para el 
fomento de principios y valores 
éticos en la sociedad, que el Es-
tado deberá equilibrar al interior 
de la administración pública. 

La ética y la transparencia 
juegan un papel importante en el 
desarrollo de la administración 
pública, porque son puntos que 
sirven para controlar y vigilar 
la actividad de los servidores 
públicos en su desempeño, que se 
refleja afuera de la administración 
pública, y es lo que observa, vigila 
y controla la actividad del Estado.

Poder determinar la cali-
dad ética del ser humano es nece-
sario para considerar los valores 
y principios del servidor público 
que desempeña labores en la 
administración pública, así como 
el perfil adecuado para ejercer su 
empleo, cargo o comisión; con 
estos elementos cabe la posibili-
dad de que el servidor público se 
abstenga de cometer ilícitos que 
deriven en corrupción.

El Estado tiene la obli-
gación de capacitar y profesio-
nalizar a sus servidores públicos, 
de implementar programas en 
los que se fomente la ética en 
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la administración pública, así 
como de implementar mecanis-
mos internos en los que se pueda 
detectar a los servidores públi-
cos que estén realizando actos 
de corrupción.

La ética del servidor pú-
blico y de la administración pú-
blica en conjunto permitirán que 
la transparencia sea la respuesta 
inmediata a las exigencias de la 
sociedad, así como el instrumen-
to que la ciudadanía utilice para 
vigilar y controlar la actividad 
del Estado. La ética y la transpa-
rencia en administración pública 
tienen como fin construir una 
relación abierta entre el Estado y 
la sociedad con visón de bienestar 
y equilibrio en la sociedad. 

La renovación moral que 
se sugiere no debe estar encami-
nada para implementar normas o 
instituciones que regulen la función 
de los servidores públicos, sino que 
debe ser utilizada para fomentar 
principios y valores orientados a 
la ética tanto de la sociedad como 
del Estado. La renovación moral 
puede ser orientada a una política 
pública, con el objetivo de concien-
tizar a todos los ciudadanos de su 
importancia y del reconocimiento 
funcional de sus beneficios.

La propuesta de reno-
vación moral del expresidente 
Miguel de la Madrid, se orientaba 
a concientizar mediante la norma 
jurídica y de las instituciones que 
las irregularidades administrativas 
y actos de corrupción debían de 
ser sancionados o penados para 
que con ello se erradicara la cor-
rupción, lo que en su momento no 
funcionó, pero este concepto, en el 
desarrollo de su propuesta, intro-

dujo la participación ciudadana 
como un elemento de vigilancia y 
control de los actos de las autori-
dades municipales.

Se concluye que en la 
actualidad no es ya una oportu-
nidad, sino una obligación del 
Estado, permitir la participación 
ciudadana, lo que obliga a que 
los ciudadanos y los servidores 
públicos sean seres humanos con 
ética, para poder realizar mejor 
su trabajo; por lo que, deberá de 
ser equitativo en ambas partes, en 
tanto que la exigencia debe ser la 
misma y en un mismo nivel.

La importancia de la 
ética en un ser humano implica 
que se integra en un sólo ser 
y, considerando, que el ser-
vidor público es una persona, 
entonces el ciudadano y el ser-
vidor público es uno sólo, por 
lo que, el reclamo que hace la 
sociedad de una ética del ser-
vidor público deviene, también, 
en la exigencia de una ética de 
un integrante de la sociedad.

La administración pú-
blica se integra por servidores 
públicos que son también per-
sonas que ya tienen una ética, y 
para que estos realicen su labor, 
la administración pública debe 
integrar, entre sus valores, prin-
cipios que cubran la ética de la 
sociedad; entonces la ética no 
se encuentra dividida, sino que 
es un todo integrado entre el ser 
humano, el servidor público, la 
sociedad y el Estado.

Sumar la renovación mo-
ral a la mencionada integración 
implica políticas públicas que no 
sólo promuevan la ética, sino que 

la fomenten de manera constante 
en el accionar del Estado y las 
vivencias diarias de la sociedad.

	Fomentar la concienti-
zación de la ética en la sociedad, 
exige que la misma reconozca 
que el servidor público nace de 
sus entrañas y que es necesa-
rio revisar y detectar dónde se 
encuentran las fallas de los prin-
cipios y valores sociales, pero 
también es obligatorio exigir a 
los miembros de la sociedad la 
aplicación de su ética en su vivir 
y en la realización de su trabajo.

	Los elementos: ser 
humano, persona, sociedad, ser-
vidor público, administración 
pública, y Estado, se concatenan 
por un proceso de exigencia e 
interacción en la búsqueda del 
bienestar común.

	En este proceso es opor-
tuno que la transparencia sea un 
elemento de vigilancia y control 
para ambos sectores, es decir, 
que la participación ciudadana 
podrá observar la actividad del 
Estado y el Estado podrá obser-
var a los ciudadanos en su inte-
racción con él, a efecto de que se 
establezca un equilibrio.

	La función de la transpa-
rencia consiste en proporcionar 
a ambos sectores la certeza y 
seguridad de que la adminis-
tración pública y sus procesos 
internos pueden ser vigilados 
y controlados por el Estado, y 
que esos procesos podrán ser 
expuestos a la sociedad para 
que los critique, opine, vigile 
y evalúe, así como el Estado 
deberá considerar evaluar, vigi-
lar y controlar a los servidores 
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públicos en su comportamiento 
laboral y detectar irregulari-
dades administrativas o actos de 
corrupción.

	Considerar la renovación 
moral orientada a la ética, la 
responsabilidad que tiene el ser 

humano como servidor público en 
su ética individual, la administra-
ción pública en el establecimiento 
de una ética pública, y la participa-
ción ciudadana en su propia ética, 
tienen como fin que el Estado 
proporcione respuestas y solu-
ciones a las necesidades de una 

sociedad demandante de estas. La 
transparencia, el servidor público 
y la administración pública son 
elementos importantes en un Es-
tado democrático de derecho que 
puede, y está, en posibilidades de 
mantener un equilibrio y bienestar 
entre un todo integral.
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